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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecinueve de febrero de dos mil diecisiete
Acta N° 0         de 19 de febrero de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE RISARALDA y la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 19 de diciembre de 2017, dentro de la acción de tutela que les promueve la señor MARLENY DEL SOCORRO JARAMILLO DE MARIN.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Marleny del Socorro Jaramillo de Marín que el día 19 de enero de 2017 presentó ante la Secretaría de Educación Departamental el cumplimiento de la sentencia judicial que ordenó indemnizarla por el no pago oportuno de sus cesantías; que inició acción de tutela con el fin de que le fuera brindada una respuesta a su petición, obteniéndola finalmente por parte del ente territorial el día 8 de agosto de 217, en la que informó que mediante oficio No 00402-2962 de febrero de 2017 remitió el proyecto de acto administrativo a la Fiduciaria La Previsora S.A., para el trámite de su aprobación y que no obstante lo anterior, a la fecha ni la Secretaría de Educación Departamental ni la Fiduprevisora S.A. han dado continuidad y/o concluido el trámite administrativo para el acatamiento de la sentencia, dado que la petición elevada el 19 de enero de 2017 no se ha tramitado dentro de los términos previstos por el Decreto 2831 de 2005.

Refiere que la omisión de las accionadas vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso y a una vejez digna, y en ese sentido reclama del juez constitucional su protección y la continuidad del trámite de cumplimiento en la orden judicial, observado el procedimiento establecido en la norma antes citada.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a las entidades accionadas por el término de (2) días para que se vincularan a la litis, el cual trascurrió en silencio.
Llegado el día del fallo, el juzgado ordenó la protección invocada por la señora Marleny del Socorro, decisión que fue impugnada por la Fiduprevisora S.A., alegando la indebida notificación del auto admisorio de la acción, argumento que fue acogido en esa Sede en providencia de fecha veintiocho de noviembre de 2017, en la que se decretó la nulidad de la sentencia de primer grado y se ordenó integrar en debida forma a la citada fiduciaria.

Corregida la falencia en el juzgado de origen y vinculada en debida forma dicha accionada, ésta no efectúo pronunciamiento dentro del término de dos días conferido en el auto que admitió la acción.  

Mediante sentencia de fecha 19 de diciembre de 2017 se amparó el derecho fundamental de petición de la señora Jaramillo de Marin, al verificar que tanto la Secretaria de Educación Departamental como la Fiduprevisora S.A. eran responsables de su vulneración, en la medida en que en la actualidad no ha obtenido un pronunciamiento de fondo respecto al cumplimiento de la sentencia judicial que reconoció a su favor una indemnización por el no pago oportuno de cesantías.

Como consecuencia de dicho amparó ordenó a las accionadas que dieran respuesta de manera clara, precisa y de fondo la petición elevada por la tutelante el 19 de enero de 2017.
Inconforme con la decisión, la Fiduprevisora recurrió la decisión reprochando el hecho de que el juzgado haya comparado la solicitud de cumplimiento de una sentencia con un derecho de petición para así ordenar la protección, cuando en realidad lo que correspondía era negarla por improcedente, dado que la acción de tutela no fue concebida como un mecanismo principal, de allí que no esté llamada a suplantar los procedimientos ordinarios establecidos para satisfacer las pretensiones de la demanda. 
También precisó que de acuerdo con sus funciones como administradora y vocera del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, no tiene competencia para dar respuesta a la solicitud de la accionante, pues de ello encargan los entes territoriales, siendo en este caso la Secretaría de Educación de Risaralda, la responsable de atender la petición radicada en sus instalaciones.
Frente al caso concreto informó que esa entidad dio visto bueno al proyecto de acto administrativo radicado por el ente territorial, por lo tanto fue aprobado y enviado a la Secretaria de Educación Departamental el 18 de diciembre de 2017. 
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Es procedente la protección constitucional del derecho de petición que reclama la actora?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

2.   CASO CONCRETO

En el presente caso la parte actora se duele de que la Fiduprevisora S.A. no haya dado continuidad al trámite adelantado con el fin de lograr el cumplimiento de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Administrativo Oral de Pereira el día 29 de julio de 2016, por medio de la cual se condenó a la Nación-Ministerio de Educación-Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio a reconocer a su favor la indemnización por no pago oportuno de cesantías. 

Antes de dar solución al problema jurídico planteado es necesario hacer claridad respecto a que la actora presentó cuenta de cobro ante la Secretaría Departamental de Educación el día 19 de enero de 2017 y esta entidad, en cumplimiento de una orden de tutela le informó, el día 8 de agosto de 2017, que remitió el proyecto de acto administrativo para ser aprobado por la Fiduprevisora S.A. desde el 21 de febrero de 2017, lo cual acreditó conforme los documentos que obran del folio 69 a 82 del expediente.
En ese orden de ideas, se tiene entonces que, la Secretaría de Educación Departamental, dentro del presente asunto ha cumplido con la carga que legalmente le corresponde, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2831 de 2005, que determina que los entes territoriales son los responsables de proyectar el acto administrativo de reconocimiento de las prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y posteriormente remitirlo a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración los recursos de dicha entidad para su aprobación.

Lo anterior pone de manifestó entonces que es la Fiduprevisora S.A. la entidad que en este momento tiene a su cargo el trámite de la cuenta de cobro presentada por la señora Jaramillo de Marín.

En este punto específico, vale la pena señalar que la Sala de Casación Laboral, en sede de Tutela, ha precisado, respecto a las peticiones relacionadas con el cumplimiento de una sentencia judicial, que para la parte actora basta “la demostración de que radicó un escrito donde solicitó a la Administración pronunciamiento sobre algún aspecto de su competencia o información relacionada con sus funciones
” para que, de no obtener respuesta por la entidad, proceda al amparo del derecho de petición.

Ahora, es del caso hacer notar que la protección que se brinde, no implica la orden de pago, pues es bien sabido que para tales efectos fue previsto el proceso ejecutivo, mismo que en el presente asunto no ha sido descalificado como mecanismo idóneo y eficaz por la promotora de la acción.

Frente a este punto en particular, la Corte Constitución en la Sentencia T-005-2015 indicó:

“Situación contraria ocurre cuando se encuentra incorporada una obligación de dar. La jurisprudencia constitucional ha afirmado que el ordenamiento jurídico contempla un mecanismo principal e idóneo para exigir el cumplimiento de éste tipo de obligaciones como lo son los procesos ejecutivos. Al respecto, la Corte ha señalado
 “que el proceso ejecutivo tiene la virtualidad de obtener el forzoso cumplimiento de aquello que se quiere eludir, mediante la aplicación de medidas que, como el embargo y posterior remate de los bienes del deudor, están en manos del juez, quien las lleva adelante pese a la resistencia del demandado, en los casos y dentro de las reglas procesales pertinentes” 

(…) la naturaleza subsidiaria de la acción constitucional siempre prevalece y, por esa razón, además de la naturaleza de la obligación, debe constatarse que existe un riesgo cierto para los derechos fundamentales del accionante o el posible acaecimiento de un perjuicio irremediable.
Aceptar una tesis distinta implicaría admitir que la tutela opera como un mecanismo ordinario dentro de los procesos judiciales, desnaturalizando así la acción. Este postulado cobra mayor fuerza cuando la obligación de hacer que se pretende hacer cumplir, tiene un carácter netamente monetario; en estos casos la Corte no puede admitir la procedencia automática de la acción de tutela, toda vez que hacerlo desnaturalizaría la acción. En consecuencia, al igual que en cualquier otra circunstancia puesta en conocimiento del juez constitucional, es menester realizar un estudio para determinar la real afectación de los derechos”.
De acuerdo con los documentos que obran en el plenario, la Fiduciaria La Previsora S.A., desde hace poco menos de un año tiene a su cargo el trámite administrativo relacionado con la cuenta de cobro efectuada por la señora Jaramillo de Marin, sin efectuar pronunciamiento alguno respecto a la aprobación o no del proyecto de resolución enviado por el ente territorial, con lo cual resulta lesionado el derecho de petición.

Sobre este punto cabe señalar que la fiduciaria en su recurso afirmó que el día 18 de diciembre de 2017 aprobó y remitió al ente territorial el proyecto de acto administrativo que corresponde a éste asunto, lo cierto es que se trata de una petición totalmente diferente, pues el documento aprobado corresponde a la reliquidación de la pensión de jubilación y lo que aquí se reclama es el pago de la indemnización moratoria por no haber sido cancelada oportunamente las cesantías.
En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinal segundo de la sentencia impugnada para ordenar  Fiduciaria La Previsora S.A. que en el término allí establecido, proceda a pronunciarse respecto a la cuenta de cobro presentada por la señora Jaramillo de Marín el día 19 de enero de 2017, trasladado a esa entidad por la Secretaría de Educación Departamental el día 21 de febrero de 2017.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 19 de diciembre de 2017, el cual quedará así:

“SEGUNDO: ORDENAR a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. a través del Vicepresidente de Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, doctor William Emilio Mariño Ariza, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la comunicación de esta providencia responda conforme a su competencia, de manera clara, precisa y de fondo la petición elevada por la señora Marleny del Socorro Jaramillo de Marín, el día 19 de enero de 2017 y remitida a esa entidad por la Secretaría de Educación de Risaralda el 21 de febrero de 2017.
Para garantizar la protección del derecho fundamental vulnerado, se ordenará que la respuesta a la petición se comunique en la dirección aportada por la actora en la copia del derecho de petición que aparece en el expediente, en la acción de tutela o en los archivos de la misma entidad”.

SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la decisión impugnada.

TERCERO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCIA CAICEDO CALDERON 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Sala de Casación Laboral STL14318-2014.Radicación No 56189.
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